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IX ENCUENTROS TÉCNICOS 
DE INSTITUCIONES DE CONTROL EXTERNO

Pamplona, 26 y 27 de octubre de 2011

CONCLUSIONES
GRUPO 1:
“FISCALIZACIÓN DE LA GESTIÓN SOCIO-SANITARIA”

En este grupo de trabajo participaron 21 personas pertenecientes a los Órganos de Control Externo de Aragón, 

Andalucía, Asturias, Catalunya, Castilla y León, Illes Balears, Galicia, Navarra, País Vasco y Valencia. En él se deba-

tieron y analizaron defi ciencias, así como aspectos de mejora en el ámbito sanitario y de servicios sociales, sobre la 

base de las comunicaciones presentadas y las fi scalizaciones realizadas por los Órganos de Control Externo.

Deliberaciones del grupo de trabajo nº 1 sobre fi scalización de la gestión socio-sanitaria, moderado por la auditora de la Cámara de 
Comptos de Navarra, Asunción Olaechea Estanga.

La Cámara de Comptos recupera los Encuentros Técnicos de los OCEx

150 técnicos de las instituciones de control del Estado se reunieron el pasado 26 y 27 de octubre en 

Pamplona en los IX Encuentros Técnicos de los OCEx. De esta manera, la Cámara de Comptos de 

Navarra quiso recuperar una iniciativa de formación abandonada en los últimos años y que, a juzgar 

por el número de participantes, fue bien acogida. Los técnicos se dividieron en seis grupos que anali-

zaron la gestión socio-sanitaria, la gestión educativa y de universidades, los riesgos de la fi scalización 

en época de crisis, la gestión de las entidades locales, las vías de mejora de las fi scalizaciones y el 

contenido jurídico de los informes. La apertura de los encuentros corrió a cargo del presidente del 

Parlamento de Navarra, Alberto Catalán, y del de la Cámara de Comptos, Helio Robleda. La confe-

rencia fi nal la impartió Koldo Saratxaga, consultor experto en organización.
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PRINCIPALES CONCLUSIONES: 

1.1.- En el contexto actual de crisis, con signifi cativos 

recortes presupuestarios, que afectan también a la sani-

dad y los servicios sociales, y que los poderes públicos 

los presentan como inevitables y necesarios para afron-

tar la crisis económica, es prioritario analizar la efi cien-

cia, economía y efi cacia de las políticas sanitarias y so-

ciales. Por tanto, desde los órganos de control externo 

debemos evaluar la gestión sanitaria y social, identifi car 

las inefi ciencias y recomendar mejoras que contribuyan 

a generar ahorros, manteniendo la calidad de las pres-

taciones. Al efecto debe potenciarse la realización de 

auditorías operativas.

1.2.- Tanto la sanidad como los servicios sociales son 

áreas complejas, con gran especifi cidad técnica que di-

fi culta su evaluación. A la hora de abordar su fi scaliza-

ción los órganos de control externo se encuentran con 

problemas para obtener información no estrictamente 

económica, recelos iniciales de los facultativos y dife-

rencias entre los datos facilitados por distintos órganos 

o gestores que hacen necesaria la debida conciliación 

de la información previamente a la fi scalización. Todos 

estos problemas ralentizan el trabajo. Es imprescindible 

una programación y planifi cación muy rigurosa del tra-

bajo a realizar. 

Ámbito Sanitario

1.3.- El presupuesto no es un instrumento de gestión 

en el área de sanidad, los créditos presupuestarios no 

son sufi cientes para atender el gasto sanitario y no se co-

noce la cuantía cierta del défi cit sanitario. Debe afl orar y 

cuantifi carse el défi cit y la deuda sanitaria.

1.4.-Listas de espera: las medidas legislativas aproba-

das por las distintas Comunidades Autónomas para ga-

rantizar la atención sanitaria en unos plazos máximos de-

ben incorporar una estimación del gasto que las mismas 

suponen debido a los recursos, tanto profesionales como 

materiales, que implica su aplicación efectiva. Así mismo, 

deben cumplirse los plazos establecidos para la atención 

al paciente y en caso contrario, garantizar la atención en 

un centro privado actuando de ofi cio la Administración, 

sin que sea el paciente quien tramite dicho derecho.

Debemos analizar cómo se construyen, cómo se ges-

tionan, qué información se da sobre las listas y la efecti-

vidad y efi ciencia de las medidas implantadas para aten-

der a los pacientes en lista de espera.

1.5.- Horas extraordinarias para atender listas de espe-

ra: los órganos responsables de la gestión sanitaria deben 

evaluar la efectividad de la realización de las horas extraor-

dinarias sobre la reducción de las listas de espera y contro-

lar que la realización de actividad extraordinaria no incida 

en una disminución de la actividad ordinaria de los facul-

tativos. Deben analizarse la organización de los recursos 

humanos y la posibilidad de implantar otras alternativas 

tales como turnos por la tarde como jornada ordinaria.

1.6.- Conciertos sanitarios: en algunas Comunidades 

Autónomas supone un porcentaje importante del gasto sa-

nitario y se han convertido en una medida estructural fren-

te al carácter coyuntural y complementario que debieran 

tener. Debe justifi carse la necesidad de concertar con cen-

tros privados la atención sanitaria, acreditar previamente la 

optimización de los recursos públicos y evaluar las distintas 

alternativas de prestación de atención sanitaria.

Así mismo, deben analizarse los criterios de deriva-

ción, comprobar que se prioriza la atención en los dis-

tintos centros públicos antes de derivar, controlar la fac-

turación de los centros concertados y evaluar la calidad 

de los servicios prestados por los centros privados.

Es fundamental que esté implantada la inspección mé-

dica de los servicios prestados por los centros concertados, 

a fi n de evaluar la calidad y racionalidad de los mismos.

1.7.- El gasto farmacéutico es uno de los gastos que no 

se imputa en su totalidad al presupuesto del ejercicio y en 

el que se personifi ca la deuda y el desplazamiento del gas-

to. Los poderes públicos deben implantar medidas para el 

uso racional de los medicamentos; si bien en este sentido se 

están produciendo algunas actuaciones tales como la pres-

cripción facultativa por principio activo, es necesario un 

mayor control del gasto farmacéutico hospitalario.

1.8.-Externalización de servicios. Frente a la práctica 

que se está implantando de que los entes públicos exter-

nalicen los servicios con el argumento de abaratar costes 

de la prestación, es necesario evaluar las alternativas de 

prestar el servicio con medios propios y con medios aje-



nos. También es necesario que los gestores controlen y 

supervisen el cumplimiento de los contratos con terceros.

1.9.- Políticas de sustitución de personal. Es signifi -

cativo el gasto que suponen las contrataciones para sus-

tituir ausencias de personal. Los órganos gestores deben 

tomar medidas para controlar e incidir sobre las causas 

que motivan la sustitución.

1.10.- Analizar las estructuras organizativas implan-

tadas para la gestión de la sanidad a fi n de mejorar la 

organización de los distintos servicios sanitarios, bus-

cando aquellos modelos organizativos que sean más efi -

cientes y efi caces.

1.11.- Aunque los ingresos en el ámbito sanitario no 

son signifi cativos en relación con el gasto, son recursos 

que no se están exigiendo en toda su potencialidad. Así, 

deben tenerse en cuenta la posibilidad de captar ingre-

sos facturando por accidentes, trabajos de investigación 

y explotación de cafeterías, comedores y máquinas ex-

pendedoras, entre otros.

Dependencia

1.12.- Deben analizarse las medidas organizativas 

implantadas para gestionar las ayudas a la dependencia 

y su incidencia en la tramitación de los procedimientos 

de concesión de ayudas.

1.13.- Mejorar el acceso de los afectados a la infor-

mación.

1.14.- Los poderes públicos deben afrontar el défi cit 

en la formación de los evaluadores de la dependencia.

1.15.- Implantar medidas para gestionar de forma 

efi ciente las listas de espera para el acceso a las presta-

ciones.

1.16.- Abordar y hacer efectiva la fi nanciación de la 

dependencia. No se ha defi nido un sistema de costes ho-

mogéneo en el Estado que permita calcular el coste de 

los servicios de dependencia y sobre la base del coste 

establecer la contribución de las distintas Administra-

ciones implicadas en su fi nanciación.
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GRUPO 2: 
“FISCALIZACIÓN DE LA GESTIÓN EDUCATIVA Y DE 
UNIVERSIDADES”

En este grupo de trabajo participaron 19 personas pertenecientes a la Universidad de la Laguna, Universidad 

Pública de    Navarra y Universidad de Vigo, al Tribunal de Cuentas y a los Órganos de Control Externo de Asturias, 

Canarias, Catalunya, Castilla y León, Illes Balears, Navarra y Madrid. El trabajo se dividió en dos partes: enseñanza 

no universitaria y enseñanza universitaria.

Deliberaciones del grupo de trabajo nº 2 sobre fi scalización de la gestión socio-sanitaria, moderado por la auditora de la Cámara de 
Comptos de Navarra, Asunción Olaechea Estanga.



CONCLUSIONES: 

2.1.- Se constató la necesidad de que los trabajos en 

el área de la educación aborden aspectos de la gestión, 

ya que la auditoría de regularidad es necesaria, pero no 

sufi ciente para valorar la actividad realizada.

2.2.- La ausencia de contabilidad de costes o de siste-

mas alternativos no favorece la adecuada gestión y difi -

culta el posterior control.

2.3.- En la enseñanza obligatoria, la ausencia de un 

sistema de costes difi culta el establecimiento de un 

importe del módulo adecuado para garantizar la ense-

ñanza gratuita. De los trabajos realizados, se desprende 

que, en general, el importe del módulo no compensa la 

totalidad de los gastos y, en muchos casos, los centros 

concertados recurren a fi nanciación adicional.

2.4.- En el caso del primer ciclo de educación infan-

til (0-3 años), educación no obligatoria, se ha podido 

constatar las diferencias que se producen en los costes 

en función de los diferentes modos de gestión.

2.5.- Disponer de un sistema de objetivos e indicado-

res medibles favorece tanto la gestión como su control.

2.6.- Ante la importancia de la tecnología para el inter-

cambio de información, se observó la necesidad de contar 

con un plan de implantación de los sistemas de informa-

ción y la infl uencia del factor humano en su desarrollo.

2.7.- El modelo de organización universitaria, con 

gran cantidad de órganos de dirección y escaso margen 

de maniobra, no es el más adecuado para una gestión 

con necesidades cambiantes y que se sujete a los princi-

pios de economía, efi ciencia y efi cacia.

2.8.- Se constató la existencia de puntos de colisión 

entre la tutela fi nanciera de las CCAA y la autonomía 

universitaria: contratación de personal, autorización de 

los gastos de personal, sufi ciencia de las subvenciones, 

importe de las tasas académicas, etc.

2.9.- Se considera necesario modifi car en la normativa 

el concepto de qué se entiende por ente instrumental de la 

Universidad con el fi n de que se consoliden todas las enti-

dades sobre las que la universidad tenga una posición do-

minante, con independencia de su carácter jurídico. Para 

ello resulta imprescindible emitir normas expresas que obli-

guen a las Universidades públicas a consolidar sus cuentas 

anuales con las de todas aquellas entidades dependientes 

con las que conforma una unidad de decisión, ya que de 

esta forma las cuentas consolidadas ofrecerían una infor-

mación más válida y representativa del conjunto que la de-

rivada de las cuentas individuales de cada entidad.

En este sentido, debe tenerse presente la creación de 

fundaciones o de otro tipo de entes de carácter privado 

y, mientras no consoliden, la necesidad de disponer de 

información de las mismas.

2.10.- Aunque siempre debe tenderse a obtener nue-

vas fuentes de recursos, en épocas de crisis como la 

actual parece más evidente esta necesidad. Por ello, se 

analizó que, junto a la política de reducción de costes 

debe incidirse en la de aumento de ingresos, como los 

procedentes de patrocinios, investigación, etc.

2.11.- La aprobación de la Ley de la Ciencia, que va a per-

mitir eliminar muchas de las trabas que aducían los investi-

gadores, fue la oportunidad para debatir de quién es la pro-

piedad de las investigaciones, que se realizan en gran medida 

en el horario laboral, si del investigador o de la universidad.

2.12.- Se analizaron ejemplos de informes en los que 

se trabajó con indicadores, que permiten comparacio-

nes en el tiempo o con otras entidades, como:

a) Créditos matriculados o impartidos / PDI equivalente

b) Matriculaciones por asignatura

c) % de aprobados sobre matriculados

d) Análisis de carga lectiva real del profesorado, etc.

Que confi rmaron la necesidad de disponer de indicadores 

comparables tanto para la gestión como para la fi scalización.

2.13.- Por su signifi cación se constató la necesidad de 

un adecuado control de los gastos de personal y del esta-

blecimiento de plantillas docentes en las que las diferentes 

fi guras laborales se utilicen para lo que fueron establecidas.

2.14.- Se analizó el efecto real de las fi scalizaciones rea-

lizadas en el mundo educativo, observándose que, en ge-

neral, la sociedad (como destinatario último de los infor-

mes) no es exigente con los resultados de las auditorías.

2.15.-Se coincidió en la importancia de la educación 

en el futuro de una sociedad que debe competir en un 

mundo globalizado en el que los costes salariales más 

bajos de otras zonas del planeta nos obligan a avanzar 

en nuevos productos, métodos, tecnología, diseño, etc. G
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GRUPO 3: 
“LOS RIESGOS DE LA FISCALIZACIÓN EN ÉPOCA DE 
CRISIS ECONÓMICA”

En este grupo de trabajo participaron 32 personas pertenecientes a la fi rma de auditoría Betean, al Ayuntamiento 

Berriozar, al Tribunal de Cuentas y a los Órganos de Control Externo de Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias, 

Catalunya, Castilla y León, Galicia, Illes Balears, Navarra, Madrid, País Vasco y Valencia.
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La actual situación de crisis económica y fi nancie-

ra que está afectando a la sociedad española y que está 

impactando de manera relevante sobre las cuentas de 

nuestras administraciones públicas, exige de las Institu-

ciones Públicas de Control Externo (ICEx) una respues-

ta oportuna y adecuada al objeto de que los parlamentos 

y los ciudadanos conozcan la situación real fi nanciera 

de dichas administraciones, el grado de cumplimiento 

de sus compromisos de estabilidad presupuestaria, el 

coste del conjunto de ayudas y estímulos fi scales conce-

didas por las mismas y sus efectos o impacto real en la 

economía y en la sociedad. 

CONCLUSIONES: 

a) Fiscalización de la deuda y el défi cit público

3.1.- La fi scalización del défi cit y del endeudamien-

to público constituye uno de los objetivos esenciales 

de las Instituciones de Control Externo en esta co-

yuntura económica y debe enmarcarse dentro de sus 

trabajos de verifi cación sobre el cumplimiento estricto 

del principio, ya Constitucional, de la Estabilidad Pre-

supuestaria. 

3.2.- Dichos trabajos exigen:

a) Una delimitación clara del perímetro de consolida-

ción del sector público a que se refi era el trabajo.

b) Un análisis y contraste de la información que sobre 

ajustes del défi cit y endeudamiento se reciba de los 

órganos públicos responsables (IGAE, Banco de 

España e Instituto Nacional de Estadística).

3.3.- Los informes de fi scalización resultantes deben 

refl ejar de una manera clara, rigurosa, contundente y 

“valiente” una opinión sobre el grado de cumplimien-

to de los requisitos de estabilidad presupuestaria por la 

entidad auditada. Esta opinión podrá plasmarse en un 

apartado específi co del informe.

3.4.- La anterior opinión se emitirá, además, con 

oportunidad temporal, al objeto de permitir a los ges-

tores y a los parlamentos la adopción, en su caso, de las 

medidas correctoras oportunas. 

3.5.- El auditor, en estos trabajos, debe identifi car 

desde la fase de planifi cación los nuevos riesgos deri-

vados de la crisis económica que puedan afectar a las 

cuentas de las entidades públicas auditadas y a sus re-

sultados, diseñando los procedimientos de auditoría IX
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Deliberaciones del grupo de trabajo nº 3 sobre la fi scalización en época de crisis económica, moderado por el auditor de la Cámara de 
Comptos de Navarra, Ignacio Cabeza Del Salvador.



G
ru

po
 3

: “
Lo

s 
rie

sg
os

 d
e 

la
 fi 

sc
al

iz
ac

ió
n 

en
 é

po
ca

 d
e 

cr
is

is
 e

co
nó

m
ic

a”

13

Auditoría Pública nº 56 (2012), pp. 8 - 23

necesarios para responder a dichos riesgos. Igualmente 

deberá contrastarse, a la vista de los anteriores riesgos, 

los parámetros que cuantifi can la importancia relativa 

en la emisión del informe, así como prestar una especial 

atención a las incertidumbres que puedan plantearse. 

3.6.- La estabilidad presupuestaria afecta a todas las 

fases del presupuesto, desde su elaboración hasta su eje-

cución y liquidación fi nal; en consecuencia, la fi scaliza-

ción efectuada analizará su aplicación en la totalidad de 

las fases. Esta revisión alcanzará también la idoneidad 

de las previsiones iniciales de gastos e ingresos que con-

tiene los presupuestos y su soporte justifi cativo.

3.7.- Una adecuada delimitación del perímetro del 

Sector Público analizado exigiría, en determinados ca-

sos, una modifi cación urgente de las normas regulado-

ras de las ICEx al objeto de que se contemplen en su ám-

bito de actuación, de acuerdo con la normativa europea, 

todos los entes susceptibles de incidir en la determina-

ción del défi cit y del endeudamiento público.

3.8.- La divergencia de criterios entre la Contabilidad 

Pública y la Contabilidad Nacional constituye una di-

fi cultad para el trabajo de fi scalización. No obstante, el 

trabajo no debe limitarse a aceptar los ajustes propues-

tos al resultado presupuestario por los órganos compe-

tentes, sino que debe analizar su razonabilidad para po-

der cuantifi car adecuadamente la necesidad o capacidad 

de fi nanciación de la administración pública fi scalizada. 

Ello exige disponer y analizar la información adicional 

que suministran dichos órganos a los gestores. 

3.9.- En época de difi cultades fi nancieras, la contabili-

dad creativa y la ingeniería fi nanciera pueden ser instru-

mentos utilizados por los gestores de las administraciones 

públicas para “maquillar” sus resultados. Por ello, deben 

reforzarse los procedimientos alternativos y/o comple-

mentarios de auditoría para detectar esas posibles altera-

ciones o manipulaciones de la información contable. En 

este sentido, constituyen áreas de especial riego tanto el 

análisis y cuantifi cación del gasto público soportado en 

facturas no tramitadas ni refl ejadas contablemente como 

los deslizamientos de gastos a ejercicios futuros.

3.10.- Es preciso revisar la naturaleza de cierto tipo 

de endeudamiento catalogado inicialmente como co-

mercial y obtenido mediante fórmulas novedosas fi nan-

cieras, para concluir si debiera computar o no dentro 

del nivel de endeudamiento de la entidad a efectos de la 

estabilidad presupuestaria.

3.11.- El incumplimiento de los plazos legales de 

pago a los proveedores constituirá, cuando su impor-

tancia cuantitativa así lo requiera, una salvedad en la 

opinión sobre el grado de cumplimiento del principio 

de legalidad.

3.12.- Las inversiones relevantes que acometa la enti-

dad deben ir acompañadas de los pertinentes planes de 

viabilidad económica, los cuales serán objeto de análisis 

por las ICEx al objeto de verifi car la razonabilidad de las 

hipótesis que los sustentan y sus efectos sobre el défi cit 

y el endeudamiento.

3.13.- Sobre las actuaciones derivadas de la colabo-

ración público-privada, las memorias contables de las 

entidades aportarán la información sufi ciente sobre los 

riesgos asumidos, el coste real de la infraestructura, su 

fi nanciación, criterios contables de registro aplicados y, 

en su caso, repercusión en el défi cit y endeudamiento 

de la entidad.

3.14.- Debe efectuarse un trabajo específi co sobre los 

planes de reequilibrio fi nanciero, cuyo alcance contem-

plará tanto la consistencia en su elaboración y diseño 

como sus mecanismos de seguimiento y control y el 

resultado o grado de cumplimiento alcanzado. En de-

fi nitiva, pronunciarse sobre la viabilidad fi nanciera de 

la entidad fi scalizada y su sujeción a la disciplina pre-

supuestaria.

3.15.- Con independencia de las responsabilidades 

jurídicas ya contempladas en la vigente normativa, 

los poderes públicos podrían regular una responsa-

bilidad específica para los gestores que incumplen de 

forma manifiesta el principio de estabilidad presu-

puestaria.

b) Fiscalización de los ajustes a los presupuestos y 

de los planes anticrisis

3.16.- Pronunciarse sobre estas cuestiones constituye 

un compromiso y una exigencia para las ICEx, que de-

ben incluirlo en sus programas de actuación.
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3.17.- Pero, además, este pronunciamiento debe ha-

cerse con la máxima oportunidad temporal para que sus 

informes resulten verdaderamente efi caces.

3.18.- Sobre los ajustes presupuestarios, se analizará 

la razonabilidad y soporte justifi cativo de tales medidas 

y su incidencia real sobre el défi cit presupuestario.

3.19.- En los planes anticrisis, los trabajos de fi scali-

zación a realizar contemplarán el siguiente alcance:

a) Génesis del plan: justifi cación de su necesidad, es-

tudio de fórmulas alternativas, objetivos claros y 

medibles, costes previstos, mecanismos de segui-

miento y destinatarios.

b) Efi cacia alcanzada con su aplicación y análisis, en 

su caso, de las causas que han impedido alcanzar 

los objetivos previstos.

c) Coste real en su materialización y su efecto sobre el 

défi cit y el endeudamiento público.

d) Impacto derivado de su aplicación en los colectivos 

o sectores benefi ciados.

3.20.- Debe analizarse la razonabilidad de las memo-

rias económicas que acompañan a las normativas regu-

ladoras de cada una de las ayudas y estímulos fi scales, al 

objeto de verifi car la idoneidad de sus previsiones tanto 

sobre el défi cit y endeudamiento público como sobre la 

economía y la sociedad. 

3.21.- En la actualidad, están proliferando los planes de 

racionalización del sector instrumental de nuestras admi-

nistraciones públicas. Las ICEx deben efectuar un análisis 

de su diseño, coste, incidencia prevista sobre el défi cit y 

endeudamiento, mecanismos de control y seguimiento e 

impacto fi nal de los mismos. En defi nitiva, verifi car la ne-

cesidad y utilidad de las diversas unidades instrumentales 

y cuantifi car el ahorro efectivo generado por dichos planes.

3.22.- Deben potenciarse los trabajos dirigidos a 

verificar:

a) Una revisión sistemática y rigurosa de las políticas 

de gasto, analizando, fundamentalmente, su nece-

sidad y efectos.

b) La política de lucha contra el fraude fi scal y sus re-

sultados efectivos.

c) Una revisión de los benefi cios fi scales, su impacto y 

su adecuación a la actual situación.

d) Los riesgos fi nancieros derivados de los avales y 

préstamos concedidos por el sector público al sec-

tor productivo.

3.23.- La magnitud de la actual crisis económica exi-

ge la colaboración del conjunto de las ICEx en trabajos 

de naturaleza horizontal al objeto de verifi car la idonei-

dad de determinadas políticas anticrisis en todo el terri-

torio nacional. 

c) Papel de las Instituciones de Control Externo 

ante la crisis económica

3.24.- Con carácter general, los asistentes al Grupo 

concluyen que nuestras instituciones no han respon-

dido con la sufi ciente celeridad y oportunidad en sus 

trabajos a la hora de analizar la incidencia de la crisis 

económica en las cuentas del sector público.

3.25.- Además, sus informes no siempre manifi estan 

de forma clara y contundente una opinión sobre la si-

tuación fi nanciera de la entidad auditada y sus proyec-

ciones futuras.

3.26.- Igualmente, se requiere que los informes se 

emitan dentro de un margen razonable de tiempo –sin 

perder calidad técnica-, para que sean realmente útiles 

a los parlamentos y a la sociedad en su conjunto. A este 

respecto, el adelanto en la fecha contable de cierre de las 

entidades fi scalizadas, por ejemplo al 31 de marzo, pue-

de constituir un primer paso para ganar en oportunidad 

los informes de fi scalización.

3.27.- La actual situación demanda a las ICEx un re-

planteamiento en la determinación de los objetivos de 

fi scalización contemplados en sus programas de actua-

ción al objeto de incluir en los mismos las nuevas áreas 

de mayor riesgo, en detrimento, en su caso, de alguna 

de las áreas tradicionales de revisión. En defi nitiva, ante 

nuevas situaciones, nuevos retos y nuevas prioridades 

en el control externo.

3.28.- En esta línea, las ICEx deben hacer un esfuer-

zo para incluir en sus trabajos un análisis sobre la ges-

tión desarrollada por los responsables de las entidades 

fi scalizadas, concluyendo sobre su grado de efi cacia y 

efi ciencia alcanzado y su sometimiento a la disciplina 

presupuestaria.IX
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GRUPO 4: 
“FISCALIZACIÓN DE LA GESTIÓN DE LAS ENTIDADES 
LOCALES”
En este grupo de trabajo participaron 31 personas pertenecientes al Gobierno de Navarra, a la Federación Nava-

rra de Municipios y Concejos, al Ayuntamiento de Tafalla, a las fi rmas privadas de auditoría Betean, PWC y ATD, 

al Tribunal de Cuentas y a los Órganos de Control Externo de Andalucía, Asturias, Canarias, Catalunya, Castilla 

y León, Galicia, Illes Balears, Navarra, Madrid, País Vasco y Valencia.

Deliberaciones del grupo de trabajo nº 4 sobre fi scalización de la gestión de las entidades locales, moderado por el auditor de la Sindica-
tura de Cuentas de la Comunitat Valenciana, Miguel Olivas Arroyo.

CONCLUSIONES:

4.1.- El trabajo realizado en el grupo se ha basado funda-

mentalmente en las 12 comunicaciones presentadas, que han 

girado básicamente sobre los cuatro sub-temas siguientes:

1. Fiscalización del urbanismo.

2. Gestión y presupuestación. Aprobación de los 

presupuestos. Rendición de cuentas. Esfuerzo 

fi scal y resultado presupuestario.

3. Petición de información a las entidades locales 

por parte de diversos entes fi scalizadores.

4. Otros aspectos: Subvenciones del Fondo Estatal 

de Inversión Local (Plan E) y Tendencias interna-

cionales en las auditorías de las entidades locales.

4.2.- Las comunicaciones presentadas relacionadas 

con el sub-tema 1 han sido las siguientes:

a) La fi scalización de los patrimonios municipales de 

suelo(PMS). Experiencia de Canarias.

b) Fiscalización de la g estión del Patrimonio Munici-

pal del Suelo. Castilla y León.

c) Fiscalización del programa presupuestario de ur-

banismo. El Planeamiento Urbanístico en Galicia.

d) Fiscalización de la gestión urbanística del Ayto. de 

Seseña (Toledo).

4.3.- Las conclusiones son las siguientes:

* La proliferación normativa, tanto estatal como au-

tonómica, ha generado cierta inseguridad jurídica.

* No suele existir acuerdo expreso de constitución 

del PMS lo que difi culta su seguimiento. No hay 

un inventario actualizado y completo del mismo.

* No está coordinada la contabilidad y el inventa-

rio y se suelen producir operaciones relaciona-

das con el PMS que no tienen refl ejo contable.

* Los destinos de los bienes y recursos del PMS 

han sido muy diversos debido a que la legisla-

ción autonómica ha sido de carácter expansiva 

ya que incluye entre los mismos “otros fi nes de 

interés social”, que al ser un concepto tan inde-

terminado, puede provocar que el destino dado 

a los bienes sea mayoritariamente la ejecución 

de dotaciones urbanísticas públicas, siendo re-

sidual su aplicación a la construcción de vivien-

das protegidas o de servir como instrumento de 

intervención en el mercado del suelo.

* Los plazos de la elaboración de los PGOU se alar-

gan muchísimo en el tiempo y se les prorrogan las 

subvenciones para fi nanciar dicha elaboración. 



Las Administraciones deben realizar el seguimien-

to de las subvenciones que otorgan y resolver las 

mismas cuando no se cumplen los plazos. 

* Desde el punto de vista de la gestión, se propo-

ne una modifi cación de la normativa para que se 

puedan revisar y analizar por los órganos de con-

trol de la entidad local (intervención), los conve-

nios por aprovechamiento, ya que suponen una 

cantidad importante de recursos monetarios.

4.4.- Las comunicaciones presentadas relacionadas 

con el sub-tema 2 han sido las siguientes:

a) Viabilidad de las entidades locales y racionalidad 

del gasto.

b) La tardía aprobación de los presupuestos locales: Con-

secuencias para su ejecución, liquidación y control.

c) Esfuerzo fi scal y resultado presupuestario.

d) El diagnóstico de la situación económico-fi nanciera 

de una entidad local: una propuesta de programa.

4.5.-Las conclusiones son las siguientes:

* Reorganización territorial para prestar los servi-

cios con mayor efi cacia y menor coste (econo-

mías de escala). Se comenta sobre las tendencias 

internacionales hacia un menor número de en-

tidades locales (p.ej. Dinamarca no tiene enti-

dades locales de menos de 20.000 habitantes).

* Utilización del presupuesto como instrumen-

to de gestión. La experiencia general es que la 

elaboración del presupuesto no se trabaja ade-

cuadamente, sino que se tiende a copiarlo de un 

ejercicio a otro. Otro problema es que según los 

datos del Tribunal de Cuentas de España, sólo el 

10% de entidades locales aprueba el presupues-

to en plazo (no están incluidos en éstos datos la 

Comunidad Autónoma Vasca y Navarra). 

* De hecho, los participantes de Tribunales de Cuen-

tas de estas dos Comunidades difi eren de la opi-

nión general y dicen que en Navarra y País Vasco 

los porcentajes de aprobación fuera de plazo son 

mucho menores y que sí se utiliza el presupuesto 

como instrumento de gestión en general.

* Otra opinión es que si desde el servicio de asesora-

miento a entidades locales de las CCAA se coope-

ra con los Ayuntamientos, éstos por regla general 

funcionan bien. Por tanto se debe impulsar desde 

este servicio la mejora del funcionamiento de las 

entidades locales mediante el apoyo necesario.

* La cuenta de “Acreedores pendientes de aplica-

ción al presupuesto” de la contabilidad patri-

monial no debe sustituir de forma habitual a 

la imputación de la transacción al presupuesto, 

sino que su utilización debe ser complementa-

ria para partidas puntuales. Uno de los motivos 

principales de esta práctica es la gran cantidad 

de facturas derivadas de gastos realizados sin 

consignación presupuestaria.

* A las entidades locales les aplica una normativa 

contable - presupuestaria muy amplia y estricta, 

más que la que se aplica por ejemplo a las Co-

munidades Autónomas, cuando los medios de 

los que disponen son bastantes más escasos.

* La aprobación en plazo del presupuesto debe valo-

rarse como una manifestación de buena gestión y 

como tal debe promoverse debido a que además de 

evitar el complejo proceso de la prórroga, y los ries-

gos de instabilidad presupuestaria, mejora los datos 

de la ejecución tanto de gastos como de ingresos.

* Las CCAA deben tomar medidas para obligar 

a las entidades locales a rendir cuentas (que 

también se rinden con mucho retraso por regla 

general). (p.ej. condicionar la obtención de sub-

vención a la presentación de cuentas).

* La no existencia de normalización tributaria en 

las entidades locales, supone que entidades lo-

cales estén obteniendo ingresos tributarios infe-

riores a la media del tramo en el que se sitúan. 

Una consecuencia de ello, es la correlación directa 

que existe entre un resultado presupuestario nega-

tivo y un esfuerzo fi scal inferior a la media del tra-

mo correspondiente.

* En relación con la realización de proyecciones estan-

darizadas para poder estimar los escenarios futuros 

de la situación de la tesorería de una entidad local, 

se considera que estas proyecciones son difíciles de 

realizar dado que se depende signifi cativamente de 
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subvenciones externas que no se conocen en cuan-

tía y en tiempo. Se opina también al respecto, que 

la realización de estas estimaciones o proyecciones 

no son competencia de los OCEX.

4.6.-Las comunicaciones presentadas relacionadas 

con el sub- tema 3 han sido las siguientes:

a) Petición de información a las entidades locales. Ge-

neralitat de Cataluña.

b) Análisis de los expedientes de contratación remiti-

dos a la Sindicatura por las entidades públicas lo-

cales. Comunidad Valenciana.

4.7.- Las conclusiones son:

* Las entidades locales envían de forma obligatoria 

mucha información a diferentes administracio-

nes y ésta es duplicada o triplicada en algunos 

casos. Es necesario coordinarse entre los recep-

tores para evitar éstos envíos repetitivos.

* Los entes receptores tienen en ocasiones más de 

un registro que recoge la misma información, 

aunque ésta nunca coincide y por tanto crea in-

seguridad, es decir no se sabe qué base de datos 

es la fi able o si hay alguna que lo sea.

* Se pone de manifi esto la problemática de diferen-

tes organizaciones dependientes o no de otros 

entes (Consorcios, Fundaciones, etc…) que en 

ocasiones no se sabe dónde encajan (locales, 

autonómicas, estatales). La normativa al res-

pecto es tan extensa que no siempre queda claro 

donde se encuadran éstos entes y quién tiene la 

competencia para auditarlos.

* Si el auditor dispone de dos fuentes distintas de 

información de contratos de una entidad local, 

la que se le remite por disposición legal, y la que 

solicita como consecuencia de la realización de la 

fi scalización de la contratación, habrá que cotejar 

ambas fuentes para ver las diferencias y realizar 

los ajustes. Se debe conseguir un único registro 

pero con la garantía de que éste sea íntegro.

4.8.- Las comunicaciones presentadas relacionadas 

con el sub-tema 4 han sido las siguientes:

a) Tendencia internacional de la auditoría de las enti-

dades locales.

b) Subvenciones del Fondo Estatal de Inversión Local 

(Plan E).

Las conclusiones alcanzadas son:

* La fórmula de fi nanciación derivada del Plan E ha 

propiciado que algunos ayuntamientos dejaran de 

lado la oferta más ventajosa y buscaran fórmulas o 

fórmulas no muy claras incluidas en los pliegos de 

cláusulas administrativas particulares, para tratar de 

realizar cuantas más actuaciones posibles (en ocasio-

nes obras no incluidas en el proyecto principal), y así 

lograr aprovechar el 100 % del importe concedido.

Por otro lado, los ayuntamientos que han obra-

do de forma efi ciente, buscando la mejor oferta 

económica, se les ha catalogado de malos gesto-

res por no haber sabido aprovechar toda la sub-

vención concedida. 

En este sentido, se concluye que la normativa 

debe ser clara para que los gestores no tengan 

que recurrir a prácticas no demasiado orto-

doxas y a los OCEX tener que ponerlas de ma-

nifi esto en sus informes.

* Se plantea la conveniencia de que los OCEX realicen 

una profunda revisión de sus procedimientos de 

auditoría) para adoptar las ISSAI y que se coordi-

nen entre sí para que el contenido y la calidad de 

los informes de distintas entidades sea similar y 

puedan realizarse comparaciones a nivel nacional.

Entre los modelos de buenas prácticas en auditoría de 

entidades locales destacan países que han acome-

tido reformas que apuntan a un creciente prota-

gonismo de la auditoría de desempeño (value for 

money) y a la utilización de los resultados de las 

mismas para elaborar guías de buenas prácticas.

Se considera que es una meta a la que hay que lle-

gar, pero la situación actual no permite ser muy 

optimista, ya que hay cuestiones que todavía 

hay que resolver, como por ejemplo: rendición 

de cuentas en plazo, mejora de la contabilidad 

presupuestaria y fi nanciera, presupuestación 

adecuada, fi jación de objetivos y diseño de in-

dicadores para medirlos, cómo aspectos más 

signifi cativos. G
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GRUPO 5:
“CÓMO MEJORAR LA REALIZACIÓN DEL TRABAJO
FISCALIZADOR Y DE LOS INFORMES”

En este grupo de trabajo participaron 15 personas pertenecientes a la fi rma privadas de auditoría Betean, al Tri-

bunal de Cuentas y a los Órganos de Control Externo de Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias, Catalunya, Castilla 

y León, Castilla-La Mancha, Illes Balears, Navarra y País Vasco.

Deliberaciones del grupo de trabajo nº 5 sobre fi scalización de la gestión de las entidades locales, moderado por el auditor de la Sindica-
tura de Cuentas de la Comunitat Valenciana, Miguel Olivas Arroyo.

CONCLUSIONES:

a) Formulación de la Opinión, Conclusiones y Reco-

mendaciones

5.1.- Las primeras conclusiones a las que se llegaron 

en este tema fueron las siguientes:

a) Se debe dar una opinión de legalidad clara en la que 

se indiquen los incumplimientos de legalidad que 

se determinan en base al establecimiento de una 

materialidad cualitativa que deberá desarrollarse a 

través de normas de auditoria o a través de las nor-

ma internas que puedan ser homogenizadas.

b) Las limitaciones al alcance deben fi gurar en el 

apartado de alcance del trabajo de forma clara y no 

a lo largo del resto del cuerpo del informe

c) Las Alegaciones: la legislación obliga al trámite de 

alegaciones pero:

* deben formar parte del Informe?

* su inclusión responde a una mayor transparencia?

* en momentos de cambio de gestores como con-

secuencia de unas elecciones o por el momento 

en que se realiza la fi scalización, se deben en-

viar el informe a los anteriores gestores para que 

envíen sus alegaciones cuando no tienen acceso 

para aportar evidencia de su alegación? La difi -

cultad de localizar a los anteriores gestores. 

El trabajo de fi scalización es sobre la gestión de la 

entidad auditada y por tanto quien tiene que res-

ponder es el responsable en el momento de emi-

sión del informe.

En algunos OCEX las alegaciones constituyen uno 

de los volúmenes que forman el informe de fi sca-

lización y se incluye la totalidad de las alegaciones 

y su contestación realizada por el órgano fi scaliza-

dor. En otros no forman parte del cuerpo del in-

forme pero se emite un documento separado en el 

que se contesta a las alegaciones. En otros solo las 

alegaciones no aceptadas son las que forman parte 

y solo se contestan, con nota a pie de página, aque-

llas que de su lectura se pueda inducir a error al 

lector del informe.

Deberían unifi carse las diferentes actuaciones pues-

tas de manifi esto anteriormente incluso teniendo 

en cuenta las prácticas seguidas por otros órganos 

de control como el Tribunal de Cuentas Europeo

d) Las Recomendaciones: deben aportar una mejo-

ra en la gestión y por tanto deben ser sobre temas 



específi cos. Recomendar que se cumpla la ley no 

debería ser una recomendación por lo que se cues-

tiona si se puede hablar de recomendaciones sobre 

incumplimientos.

Deben ser sobre procedimientos y sobre control 

interno derivados del trabajo de fi scalización.

Deben ser claras, persuasivas, corroboradas y co-

mentadas con el responsable de la entidad fi sca-

lizada, solicitando incluso su respuesta sobre las 

recomendaciones.

Hay que hacer un seguimiento de las recomendaciones 

incluso para el caso de las auditorías no recurrentes.

Todo ello sin perder de vista que en nuestros infor-

mes de regularidad somos auditores y no consul-

tores por lo que habrá que tener muy claro lo que 

recomendamos.

Situación diferente se produce con las conclusiones y 

recomendaciones en el caso de las auditorías operativas.

5.2.- Como consecuencia de todo esto se propone mo-

difi car las normas de auditoría de los OCEX en las que se 

determine de forma más concisa y clara lo que deben in-

cluir los informes no solo a nivel del Índice sino de lo que 

se incluye en cada apartado con el objetivo de homogenizar 

en la medida de lo posible los informes de las Entidades Fis-

calizadoras Superiores de forma que los lectores de los mis-

mos tengan claro que su estructura y contenido es similar.

5.3.-Los apartados:

* INTRODUCCION

* OBJETO DE LA FISCALIZACIÓN 

* ALCANCE

* OPINIÓN / CONCLUSIONES

* RECOMENDACIONES

ALEGACIONES

5.4.- De forma separada se puede elaborar un docu-

mento con los Resultados del Trabajo en el que se incluiría 

de forma detallada el trabajo y la metodología utilizada. 

b) Control de Calidad de los trabajos

5.5.- En cuanto a la estructura organizativa de quién 

realiza el control de calidad se distinguen dos situaciones: 

a) Órganos de Control externo que en su estructura 

interna, existe un departamento, dependiente del 

Pleno, que se dedica a la realización de todos los 

controles de calidad de los trabajos de la Entidad.

b) Órganos de Control externo en los que por apro-

bación del Pleno se efectúa la asignación de los 

controles de calidad de forma rotativa entre los di-

ferentes equipos del Órgano de Control.

5.6.- El control de calidad de los trabajos de fi scalización 

tiene que ser independiente, previo a los informes provisio-

nales, sistemáticos, establecidos por unas normas que in-

diquen cómo se deben realizar, lo que se debe abarcar y se 

inicia desde el momento de la planifi cación de los trabajos.

5.7.- Se propone la elaboración de normas técnicas de 

auditoría relativas al control de calidad, así como la prepa-

ración y aprobación de manuales y guías para su realización.

c) Utilización del trabajo de auditores privados y au-

ditores internos

5.8.- El recurso a la contratación de trabajos de audi-

toría con auditores privados tiene un alcance perfecta-

mente acotado y delimitado por las leyes.

5.9.- El tipo de colaboración habilitado por la ley, se 

caracteriza por su carácter excepcional para la realiza-

ción de actuaciones concretas o de trabajos específi cos, 

cuya contratación debe recaer necesariamente en exper-

tos o especialistas, a los que se exige, según los casos, 

titulación adecuada, o la inscripción en los Colegios 

Profesionales pertinentes, o la inscripción en el Registro 

Ofi cial de Auditores de Cuentas.

5.10.- Los trabajos efectuados responden en este con-

texto a las instrucciones del órgano de control, y su in-

corporación en el fl ujo de los trabajos de fi scalización 

no es diferente al de cualquier otro trabajo elaborado u 

obtenido por el personal propio del órgano de control.

5.11.- El resultado de los trabajos contratados debe 

plasmarse en un informe.

5.12.- En su colaboración los auditores deben tener en 

consideración el régimen de las administraciones públicas: 

regulación legal de su actividad, régimen presupuestario, 

la contabilidad pública, la contratación administrativa, el 

régimen subvencional, los sistemas de la contratación del 

personal…. Esto supone la necesidad de una formación y 

especialización en aspectos del sector público. G
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GRUPO 6:
“EL CONTENIDO JURÍDICO DE LOS INFORMES DE 
FISCALIZACIÓN”

Deliberaciones del grupo de trabajo nº 6 sobre el contenido jurídico de los informes de fi scalización, moderado por el letrado de la Cámara 
de Comptos de Navarra, José Luis Ezquerro Royo.

CONCLUSIONES:

a) Análisis jurídico del procedimiento de fi scaliza-

ción: modelos, fases, sujetos, garantías, efectos:

La naturaleza del procedimiento de fi scalización

6.1.- La actividad fi scalizadora ejercida por una Ins-

titución de Control Externo es lo que se denomina “ac-

tividad técnica de la Administración”, está excluida del 

control jurisdiccional de los tribunales contenciosos, es 

una actividad técnica que no entra dentro de la catego-

ría de actividad administrativa.

Los actos que integran el procedimiento fi scalizador 

no son susceptibles de revisión en vía administrativa ni 

en vía jurisdiccional, todo ello sin perjuicio de que si, 

consecuencia de los mismos, se derivara, en fase de enjui-

ciamiento, la depuración de responsabilidades contables, 

serían susceptibles de los correspondientes recursos ante 

el Tribunal de Cuentas y, cuando proceda, de los recursos 

de casación y de revisión ante el Tribunal Supremo.

6.2.- El procedimiento de fi scalización toma como 

referencia el procedimiento administrativo y lo aplica 

supletoriamente, pero el resultado no es un acto admi-

nistrativo, sino un informe o dictamen técnico para el 

Parlamento. Los informes de fi scalización ni crean ni 

reconocen derechos, por tanto, los informes no son sus-

ceptibles de impugnación.

La función fi scalizadora que desarrollan las institu-

ciones de control externo es una función instrumental 

que no crea ni modifi ca situaciones jurídicas y en la que 

no puede hablarse propiamente de partes ni de interesa-

dos. De los informes de estos órganos de control, no se 

derivan consecuencias jurídicas directas.

6.3.- La fi gura del interesado como tal, no existe en el 

procedimiento fi scalizador, pues si así fuera, se rompería 

la relación de inmediación entre el Parlamento y el Órga-

no de Control Externo. Conceder la posibilidad de alegar, 

a todos los titulares de intereses, por legítimos que fue-

ran, o de impugnar los actos en que se concreta la fi sca-

lización, podría impedir la función de control atribuida. 

La Ley concede el trámite de alegaciones a los repre-

sentantes de la Entidad fi scalizada. Son los legítimos re-

presentantes de la entidad los llamados a canalizar las 

actuaciones fi scalizadoras para su puesta de manifi esto 

a los responsables del ente o sector público fi scalizado. 



El trámite de alegaciones no confi ere carácter de parte 

o interesado a la entidad fi scalizada. Las alegaciones no 

son exculpatorias, no son un trámite de descargo, su fi -

nalidad es aclarar o matizar el informe. 

6.4.- En el caso de terceros citados en informes 

de fiscalización, en garantía y respeto al principio de 

contradicción que inspira el procedimiento fiscaliza-

dor y siguiendo la doctrina y jurisprudencia actual, 

se les debe ofrecer la oportunidad de formular ob-

servaciones a los puntos del informe en los que se 

les mencione nominalmente, antes de su aprobación 

definitiva. 

Colaboración de las instituciones de control exter-

no con la administración de justicia

6.5.- Las instituciones de control externo tienen el 

deber general de colaboración y puesta en conocimien-

to, de la Administración de Justicia, de los posibles indi-

cios racionales de responsabilidad penal derivada de las 

actuaciones fi scalizadoras que se realizan.

En cumplimiento de este deber, estas instituciones 

colaboran con la Administración de Justicia, bien a ini-

ciativa propia o a requerimiento de los órganos juris-

diccionales. Últimamente, se observa un incremento de 

las solicitudes de colaboración, a la vez que aumenta la 

intensidad y profundidad de la colaboración requerida. 

De esta forma, se han incrementado las peticiones de 

intervención de miembros y funcionarios de estas Ins-

tituciones de control externo como testigos, en diligen-

cias previas o en fase de ratifi cación testifi cal, al mismo 

tiempo que se solicita una colaboración más extensa y 

profunda a través de las peticiones de intervención pe-

ricial de funcionarios de estas Instituciones en actua-

ciones procesales de diligencias previas. Incluso se ha 

llegado a solicitar el inicio de concretas actuaciones fi s-

calizadoras, lo cual resulta cuestionable al afectar a los 

principios básicos de actuación de estas instituciones de 

control.

En este orden de cosas, un cauce que podría favore-

cer una mayor efi cacia y efi ciencia en la prestación de 

este auxilio podría ser la formalización de instrumentos 

convencionales de colaboración entre la Administra-

ción de Justicia y las instituciones de control externo.

Mediante estos Convenios de colaboración se po-

drían regular los detalles de esta colaboración, en ma-

teria de: organización, administración, ordenación del 

trabajo, fi nanciación, compatibilidad en el cumpli-

miento de las funciones propias y las precisas para dar 

cumplimiento al deber de auxilio y colaboración, posi-

bilidad de apoyo pericial y sus supuestos, las garantías y 

posibles límites que pudieran establecerse.

Hechos generadores de apariencia de responsabi-

lidad contable

6.6.- De los informes de fi scalización emitidos por los 

OCEX se derivan, en ocasiones, tanto hechos reales que 

pueden generar responsabilidad contable, como hechos 

aparentes que solo tienen apariencia de poder generarla. 

La generación de hechos aparentes de responsabi-

lidad contable, que tienen refl ejo en los informes de 

fi scalización, ocasiona que, frecuentemente, se inicien 

diligencias previas para depurar estas posibles respon-

sabilidades que fi nalmente resultan archivadas.

Para evitar, en la medida de lo posible, la generación en 

los informes de fi scalización de hechos aparentes de respon-

sabilidad contable, se apuntan como posibles soluciones:

a) Que los servicios jurídicos tengan un papel peda-

gógico y de colaboración continuada con los equi-

pos de auditoria para poder proponer redactados 

que minimicen la posterior conversión de hechos 

objetivos descritos en los informes en hechos apa-

rentes generadores de responsabilidad contable.

b) Que los servicios jurídicos tengan un papel de 

asesoramiento obligado en los casos en los que se 

tenga que decidir si hay o no indicios de responsa-

bilidad contable.

c) Flexibilizar e incrementar la comunicación con la 

Fiscalía del Tribunal de Cuentas, en la medida que 

cada institución lo considere necesario.

Igualmente, se considera necesario que los OCEX 

reciban información periódica sobre el estado de las ac-

tuaciones iniciadas por la Fiscalía del Tribunal de Cuen-

tas, en relación con su ámbito de control, así como, se 

estudie la posibilidad de establecer criterios claros a la 

hora de iniciar actuaciones encaminadas a la depura-

ción de responsabilidades. G
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Necesidad de control externo autonómico y 

propuestas de mejora

6.7.- El control externo autonómico es necesario por-

que añade transparencia y publicidad a la gestión públi-

ca y contribuye a su mejora, apoya las funciones parla-

mentarias, refuerza a los órganos de control interno, es 

más efi caz al ser más próximo a los centros de gestión y, 

en defi nitiva, porque es consustancial al reparto compe-

tencial derivado del actual Estado Autonómico.

Sería razonable y adecuado al actual marco institu-

cional, la creación de órganos de control externo en to-

das las Comunidades Autónomas. 

6.8.- Sería conveniente incluir un límite temporal 

para emitir los informes de fi scalización de los respec-

tivos sectores públicos locales, lo que mejoraría la apli-

cación del principio de proporcionalidad y no se dife-

renciaría el trato entre los ámbitos autonómicos y local. 

Igualmente, reducir el tiempo que transcurre desde que 

se aprueban las cuentas hasta que se emiten los respec-

tivos informes de fi scalización, ayudaría a mejorar la 

gestión pública de los fondos de las entidades locales.

Para garantizar la transparencia de las cuentas pú-

blicas, es conveniente, establecer un único plazo de 

rendición de cuentas, al menos, en las Comunidades 

Autónomas donde el acto de rendición de cuentas de 

las corporaciones locales, al Tribunal de Cuentas y al 

respectivo Órgano de Control Externo Autonómico, es 

único. Del incumplimiento de este plazo se deben deri-

var responsabilidades sobre los responsables del incum-

plimiento.

b) Las asesorías jurídicas y letrados en las fi scaliza-

ciones: planifi cación, contenido de la opinión de legali-

dad, tratamiento de irregularidades. 

Contenido y alcance de la opinión de legalidad en 

los informes de fi scalización

6.9.- El control de la legalidad de la actividad fi nan-

ciera de los entes auditados forma parte esencial de los 

trabajos fi scalizadores de las instituciones de control ex-

terno. Por ello, la opinión o valoración global sobre la 

observancia de la legalidad fi nanciera por parte de las 

entidades fi scalizadas, independiente de la opinión so-

bre los estados fi nancieros, no solo es conveniente sino 

también una exigencia legal que aquellas instituciones 

deben cumplir.

La opinión de legalidad debiera incluirse en el apar-

tado de opinión del informe, junto a la opinión sobre los 

estados fi nancieros de la entidad y comprender, además 

de la valoración global sobre la observancia de la lega-

lidad, aquellos aspectos relevantes de legalidad para el 

destinatario del informe, tales como las salvedades más 

signifi cativas existentes, las consecuencias que pueden 

derivar de ellas y las contingencias legales graves que 

pueden afectar a la entidad.

6.10.- Para la formulación de la opinión o valoración 

global sobre la observancia de la legalidad fi nanciera por 

la entidad auditada, el auditor debe colaborar estrecha-

mente con la asesoría jurídica o los letrados de la insti-

tución de control, en la medida en que pueden ayudarle 

a valorar la importancia cuantitativa y cualitativa de los 

incumplimientos existentes y de sus consecuencias.

Las asesorías jurídicas de las instituciones de control 

externo deben tener una posición activa en los trabajos 

de fi scalización, especialmente en los de mayor conte-

nido jurídico, cuyo alcance vendrá determinado por la 

regulación y características de cada órgano de control 

externo.

El umbral de materialidad en las auditorias de 

legalidad

6.11.- El concepto de materialidad, entendido en sen-

tido amplio, como relevancia, es aplicable a todo tipo de 

auditorias y por tanto también a las de legalidad. Y por 

ello en las auditorias de legalidad también debe consi-

derarse que existen una serie de actos que carecerían de 

la entidad material sufi ciente como para ser controla-

dos y que existen una serie de errores o defectos que, a 

pesar de implicar la existencia de vulneraciones legales, 

no deberían ser tenidos en cuenta para declarar si una 

actividad económico-fi nanciera ha sido llevada a cabo, 

con carácter general, de acuerdo con la Ley. 

Estas limitaciones al control de legalidad están re-

cogidas en la normativa presupuestaria y se fundan en 

principios legales, como el de celeridad en la gestión de 

los procedimientos administrativos y el de efi cacia.
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A pesar de la difi cultad de establecer unos umbrales 

objetivos para la importancia relativa en las auditorias 

de legalidad, estos se deben fi jar, ya que, el umbral de 

materialidad sirve para determinar qué actos deben 

considerarse relevantes al efecto de formular una opi-

nión sobre la adecuación de la actividad fi nanciera del 

ente al principio de legalidad y por otra parte también 

sirve para determinar en la fase de planifi cación de la 

auditoria qué aspectos de la actividad económico-fi nan-

ciera se deben seleccionar para ser objeto de revisión.

A la hora de defi nir qué hechos o irregularidades de-

ben constar en los informes, se debe distinguir entre las 

irregularidades de carácter formal y las de carácter ma-

terial. No toda irregularidad afecta de la misma manera 

a la validez de un acto jurídico, por eso se estima que, 

debe considerarse que supera el umbral de materialidad 

aquella irregularidad que implicaría la desaparición del 

mundo jurídico del acto fi scalizado (que implicase que 

el acto fuese nulo de pleno derecho o anulable) y siem-

pre que el acto fi scalizado tuviese un importe que supe-

rase el umbral de materialidad económico previamente 

establecido.

c) Fiscalizaciones con contenido jurídico relevante

Fiscalización de fundaciones del sector público

6.12.- Los poderes públicos deberían completar el 

marco normativo regulador de las Fundaciones del sec-

tor público, en aspectos tales como régimen jurídico, 

funcionamiento y mecanismos de control. Igualmente 

es recomendable la existencia de un censo o inventario 

de estos entes públicos.

El ámbito de fi scalización de las instituciones de con-

trol externo debe ir unido a los fondos públicos, con 

independencia de quién los gestione, para evitar fugas 

del control de las entidades instrumentales creadas por 

el Sector Público para huir del derecho Administrativo.

Fiscalización de contratación pública

6.13.- En materia de contratación pública existen áreas 

de riesgo que exigen una especial consideración, como 

son, la defi nición de las necesidades y del objeto del con-

trato; los requisitos de capacidad y solvencia exigidos; 

la defi nición de los criterios de adjudicación y formulas 

de valoración aplicables, el cumplimiento de los plazos y 

precios del contrato, las modifi caciones del contrato, etc.

Las fórmulas matemáticas que se utilizan en los plie-

gos, para la valoración de las ofertas económicas en los 

expedientes de contratación, inciden en la selección del 

adjudicatario, vulnerando, en ocasiones, los principios 

de la contratación pública, de transparencia, no discri-

minación e igualdad de trato de los licitadores, así como, 

la utilización efi ciente de los fondos públicos. Así sucede 

cuando se garantiza una puntuación mínima a todas las 

ofertas, se asigna diferente puntuación proporcional a 

cada tramo de porcentaje de baja o se valoran las mejo-

ras económicas ofertadas de manera desproporcionada 

respecto a la valoración del precio del contrato.

Más allá de la justifi cación formal de las subvenciones

6.14.- En materia de control de subvenciones, se 

considera necesario ir más allá del control formal, ex-

tendiéndolo a la comprobación de la aplicación de las 

subvenciones a las fi nalidades para las que fueron con-

cedidas y a sus resultados.
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